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DEBILIDAD INSTITUCIONAL, ADMINISTRATIVA Y ORGANIZACIONAL DE LOS 

ACUEDUCTOS RURALES EN COLOMBIA. 

Resumen  

 

Este artículo busca generar conciencia frente a la formación de profesionales con capacidades 

para investigar e intervenir en contextos que aporten al mejoramiento de las condiciones de la 

gestión comunitaria del agua en la ruralidad. El objetivo es mostrar las debilidades de los 

procesos administrativos, comerciales y financieros que enfrentan los acueductos rurales. 

Visibilizar la falta y o ausencia de procesos en la autogestión del agua en la ruralidad 

colombiana. 

La seguridad hídrica se propone como sistemas de abastecimiento, seguros y eficientes, 

administrados por entidades con capacidad financiera a fin de confirmar gobernanza, ser parte 

del aparato institucional del sector público y cumplir con la rendición de cuentas, lo cual 

direcciona la gestión comunitaria hacía formas comerciales y empresariales. Es por esto por lo 



que las comunidades rurales requieren un fortalecimiento administrativo y organizacional para 

poder atender los requerimientos de los organismos de vigilancia y control tales como la 

Superintendencia de Servicios Públicos, la Comisión reguladora de Agua y Saneamiento Básico, 

la DIAN entre otros. 

Por ser Asociaciones sin ánimo de lucro deben acogerse a los lineamientos que brinda la DIAN 

para este tipo de Organizaciones, deben responder los requerimientos de los organismos de 

control y vigilancia establecidos por el Gobierno para los prestadores de servicios públicos en 

este caso acueducto, como implementación de marcos tarifarios, planes de gestión y de acción, 

manejo de cuencas, informes de calidad de agua atendiendo la periodicidad establecida por la 

Secretaria de Salud evidenciando la calidad de agua suministrada, programas de uso eficiente y 

ahorro del agua entre otros. 

 
 

This article seeks to make visible and contribute in society, in the training of profesional with 

capacities to investigate and intervence in context that contribute to the improvement of the 

conditions of Community Water management and financial processes faced by rural aqueducts. 

It seeks to expone the lack and or absence of administrative and organizational processes for 

self-mamagement of wáter in the communities that provide the aqueduct service in rural 

Colombia. 

Wáter security is proposed es safe and efficient supply systems, managed by entities with 

financial capacity in order to confirm governance, be parto f the institutional apparatus of the 

public sector and comply with accountability, which directs community management towards 

comercial forms And business. This is why rural communities require administrative and 

organizational stregthening to be able to meet the diferente requirements for surveillance and 



control agencies such as the Superintendency of Public Services, the Water and Basic Sanitation 

Regulatory Commission, DIAN, among others. 

Because they are non-profit associations, they must adhere to the guidelines providen by DIAN 

for this type of organization. They must also respond the requirements of the control and 

surveillance bodies established by the govermmert for public service providers, in this case the 

aqueduct, requirements such as the implementation of tariff frameworks, management and 

action plans, basin management plans, wáter supply reports wáter quality according to the 

periodicity established by the Ministry of Healt to demonstrate the quality of the wáter supplied, 

plans and programs for efficient use and saving of wáter, among others, 
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1. Introducción 

En la búsqueda de acortar la brecha entre lo urbano y lo rural en cuanto a la prestación de 

servicios de saneamiento básico el Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio en el primer 

congreso nacional agua al campo (Agosto 2019), reconoció que la prestación en zona rural se 

da a través de las comunidades organizadas autogestoras de la prestación y que estas tienen 

debilidades en los procesos administrativos, comerciales y financieros debido que la dirección 

de estas juntas, asociaciones o cooperativas prestadoras del servicio de acueducto está en 

manos de los campesinos organizados y/o asociados, ante la falta y o ausencia del Estado en la 

ruralidad colombiana. 

Las acciones gubernamentales desconocen los modelos de gestión del agua realizadas por las 

organizaciones comunitarias, haciendo uso de estrategias y mecanismos de presión en forma de 

políticas públicas y organismos de control y vigilancia, que conducen a homogeneizar la 

gestión del agua hacia el modelo comercial. A partir de la Ley 142 de 1994 se hicieron 

obligatorias una serie de medidas que buscaron encuadrar a las organizaciones comunitarias 

gestoras del agua, a modelos de acueductos de las grandes ciudades, supremamente difícil de 



cumplir por estas organizaciones” (Rojas, 2011). 

 

La estadística de la Superintendencia de Servicios Públicos muestra que: 11 millones de 

personas se concentran en las áreas rurales del país, 44,1% de esta población se encuentra en 

situación de pobreza multidimensional, 23 puntos porcentuales (2014) brecha de cobertura de 

acueducto urbano/rural, 41puntos porcentuales de rezago en el índice de riesgo de la calidad 

del agua para consumo humano (IRCA) para las áreas rurales. Además de la brecha de 

inversión y cobertura los prestadores de zona rural tienen problemas de índole organizacional y 

administrativo. Estas cifras muestran que las comunidades de zona rural además de enfrentar la 

ausencia del Estado en la prestación de servicios básicos de saneamiento, también deben 

afrontar la pobreza y los altos niveles de contaminación que tienen las fuentes hídricas esto 

dado por la explotación minera, la falta de alcantarillados públicos, la deforestación entre otros, 

y como estas comunidades rurales no tienen una estructura organizacional, administrativa, 

financiera y comercial en sus asociaciones, les es difícil atender las necesidades propias de sus 

comunidades debido que muchas de estas no cuentan con un presupuesto de gastos donde 

asignen los recursos necesarios para responder ante los entes de vigilancia y control como 

prestadores del servicio de acueducto, adicionalmente la gran mayoría de asociaciones no 

reciben los subsidios de los municipios a los que tienen derecho las familias de más bajos 

recursos de los estratos 1-2. 

Empresas Públicas de Cundinamarca (EPC), ratifica esta problemática cuando en su programa 

denominado como “Agua a la Vereda”, dentro del Plan Departamental de Agua (PDA), 

identifica como una prioridad fortalecer a los prestadores rurales del departamento en el 

componente institucional, gestión administrativa, legal, financiera y comercial. 



2. Método 

Es una investigación descriptiva que busca evidenciar las necesidades o debilidades de las 

asociaciones de acueductos rurales en Colombia. Para ello es necesario documentarnos a partir 

de los estudios desde el ámbito social realizados por algunas universidades que muestran la 

realidad de las comunidades rurales frente a la prestación del servicio de acueducto. También es 

necesario indagar en los informes publicados por las entidades de control y vigilancia 

establecidas en Colombia como lo es la Superintendencia de Servicios Públicos, la Comisión 

Reguladora de Agua y Saneamiento Básico. (CRA) y sumado a estos los programas establecidos 

desde el Gobierno a través del Viceministerio de Agua y los Planes Departamentales de Agua 

(PDA). 

 
2.1. Estrategias metodológicas 

 
En la investigación se utilizaron fuentes documentales, así como informes de acueductos 

comunitarios y de organismos de control. Se realizó un estudio de caso a partir del método 

cuantitativo y cualitativo de investigación donde el objetivo es visibilizar la debilidad 

institucional, administrativa, organizacional, financiera y comercial de los acueductos rurales 

en Colombia. A partir de la recopilación de informes y artículos emitidos por los organismos 

de vigilancia, control y seguimiento de los prestadores del servicio de acueducto en zona rural 

del país y de los documentos generados por la academia frente a la gestión comunitaria de agua 

en Colombia, se evidencia que esta es una de las problemáticas que más afecta a los 

prestadores en zona rural. 

2.1.2. Población y muestra 

La investigación está dirigida a las organizaciones comunitarias prestadoras del servicio de 



acueducto en zona rural en Colombia. Los documentos generados por la doctora Ana Patricia 

Quintana, Docente de la Universidad Nacional de Colombia y otros, nos muestra la brecha tan 

marcada que tiene la prestación del servicio de acueducto en zona rural colombiana, prestación 

que se da a partir de la gestión comunitaria a través de asociaciones sin ánimo de lucro 

prestadoras del servicio, que están reguladas por los diferentes Instituciones a nivel 

gubernamental en igualdad de condiciones a las grandes empresas prestadores con ánimo de 

lucro. Además de la academia, los informes generados por los departamentos y entidades del 

Estado encargadas de realizar la vigilancia y control en cuanto a la prestación de servicios agua 

potable en zona rural. 

2.1.3. Instrumentos de recogida de información 

A partir del conocimiento de la realidad de algunas comunidades prestadoras del servicio de 

agua en zona rural, se inicia la búsqueda de la información y los requerimientos que las 

diferentes instituciones hacen a los acueductos rurales y es así como se obtuvo el informe de la 

Superintendencia de Servicios Públicos a través de un documento denominado “Estudio 

Sectorial de los Servicios Públicos de Acueducto y Alcantarillado” (2019) y el “Informe 

Nacional de Cobertura de Servicios Públicos de Acueducto y Alcantarillado” (2019). También 

se obtuvo el documento del Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio, “Esquemas 

Diferenciales de Prestación para Zonas Rurales” (Decreto 1077 de 2015), y la “Regulación de 

Pequeños Prestadores de Zonas Rurales” documento de la Comisión Reguladora de Agua y 

Saneamiento (CRA 2019) A nivel departamental, el libro y estudio realizado en los 

departamentos del Quindío y Risaralda por la profesional Ana Patricia Quintana, Docente de la 

Universidad Nacional de Bogotá. El estudio y resultados entregados por el Plan Departamental 

de Agua de Cundinamarca dentro del programa Agua a la Vereda (2020) y finalmente, los 



trabajos de práctica realizados por los alumnos de trabajo social de la Universidad Nacional de 

Bogotá en una organización de segundo nivel que agrupa los acueductos rurales del municipio 

de Tena, Cundinamarca (2020). 

2.1.4. Procedimiento 

En un primer momento se realizó un proceso exploratorio enmarcado en una revisión 

documental, donde se consideran distintos trabajos y artículos de la Docente Ana Patricia 

Quintana, en torno a la gestión comunitaria en Dos Quebradas, Risaralda, con el objetivo de 

contextualizar la gestión desde el ámbito social para posteriormente dar la fundamentación 

teórica y la discusión de las necesidades y deficiencias administrativas, financieras y 

comerciales de los acueductos rurales. Además de estos documentos revisamos los trabajos de 

grado de los jóvenes de la Universidad Nacional de Bogotá, con los acueductos asociados a la 

Asociación de Acueductos de Tena y Cundinamarca (ASATECUNDI). 

Posteriormente iniciamos a revisar los informes presentados por la Superintendencia de 

Servicios Públicos, el Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio (MVCT) y la Comisión 

Reguladora de Agua Potable (CRA) donde evalúan la prestación de acueducto en zona rural y 

donde se muestran los diferentes requerimientos a nivel administrativo, financiero y comercial 

por parte de los organismos de control y vigilancia a las organizaciones prestadoras del servicio 

de acueducto en zona rural. Nos documentamos con la información presentada por Empresas 

Públicas de Cundinamarca (EPC) en su programa Agua a la Vereda. 

3. Resultados 

En Colombia el servicio de acueducto en zona rural es prestado a través de la gestión 

comunitaria, la cual es definida por la Fundación Swissaid y Corporación Con Ciudadanía, 



como una estrategia de apoyo y acompañamiento a la autogestión que históricamente han 

realizado los acueductos rurales y las comunidades campesinas, a través de actividades 

orientadas al cuidado y protección de las fuentes de agua (Restrepo Ramírez Nelson 2018) 

Las comunidades se han organizado y posteriormente se formalizan como asociaciones de 

acueducto, Juntas de agua, cooperativas o mediante las juntas de acción comunal. Estas 

organizaciones son dirigidas y gerenciadas por miembros de las mismas comunidades a través 

de las juntas administradores nombradas por la asamblea de usuarios o asociados. 

Financieramente entre todos diseñan y cotizan la construcción de sus sistemas y los recursos 

para poner en marcha los sistemas de abastecimiento son aportados por las comunidades y la 

mano de obra se realiza a través de la minga. Frente a esta realidad, la Ley 1955 de 2019 fijó 

las políticas públicas que se deben ejecutar en el marco de la legalidad denominado Plan 

Nacional de Inversiones Públicas. La ley estableció diferentes acuerdos, entre estos el Pacto 

por la Calidad y Eficiencia de los Servicios Públicos el Agua, buscando promover la 

competitividad y el bienestar de todos en el “Pacto por el Agua”, dando importancia a una 

gestión responsable, sostenible, equitativa dentro del plan nacional de desarrollo que debe ser 

aplicado por todos los entes territoriales, distritos, departamentos, municipios y centros 

poblados. 

Los recursos fijados por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público muy pocas veces llegan 

directamente a las comunidades, dado que estas no cuentan con el recurso humano técnico y 

profesional que elabore y presente los proyectos de inversión para ser desarrollados en las 

comunidades de base en zona rural. Estos recursos cuando llegan, es a través de los Planes 

Departamentales de Agua (PDA) y el proceso es muy parecido al anterior, solo que en esta 



ocasión los requerimientos para acceso a los recursos presentan mayor flexibilidad. Así 

mismo, la asignación de estos recursos se da en menores cuantías debido que la asignación se 

da a través de la contratación por tercerización de empresas que se lucran antes de que las 

partidas o rubros lleguen a las comunidades rurales. Una vez llegan deben destinar un 

porcentaje de estos para contratar los profesionales que realizan la interventoría de las obras y 

lo restante lo utilizan en la compra de materiales dado que la mano de obra no calificada la 

asume la comunidad beneficiada con el recurso. 

La gestión colectiva llevada a cabo por organizaciones comunitarias, se reconoce como una 

de las mejores formas para el suministro del agua (para (Elinor Ostrom2) un bien común), 

pues nadie mejor que los implicados para la gestión sostenible de un «recurso de uso común» 

que las comunidades organizadas, garantizando “equidad en el acceso, control radicalmente 

democrático, protección, y vitalidad al recurso compartido” (Olivos, 2013), a diferencia del 

modelo estatal y comercial. Esta autogestión garantiza que todos los miembros de la 

comunidad tengan acceso al servicio y no solo los que tengan capacidad de pago. 

De acuerdo con la legislación colombiana, este es un estado social de derecho; donde 

prevalece la dignidad de la persona humana y en materia de servicios públicos como es el de 

acueducto en la ruralidad del territorio y para armonizar la prestación del servicio existen unas 

condiciones requeridas para garantizar un adecuado, positivo y equilibrado desarrollo de los 

fines, objetivos y metas, los primeros (fines) actualmente el Estado los manifiesta a través de 

estándares de calidad, continuidad y cantidad. En los objetivos buscar, propender, desarrollar 

y garantizar la prestación de un servicio público; es así como en la Constitución Política de 

Colombia en su capítulo 5 de la finalidad social del estado y de los servicios públicos, 



manifiesta que es deber del Estado asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del 

territorio nacional (Art. 365), además es competencia del Estado fijar los estándares de 

calidad, cobertura, financiación y los criterios de costos. Ante el abandono del Estado en las 

zonas rurales, las organizaciones comunitarias en Colombia se iniciaron a formalizar partir de 

la Ley 142 de 1994 donde se busca encuadrar a las organizaciones comunitarias gestoras del 

agua, a modelos de acueductos de las grandes ciudades, con una serie de exigencias en lo 

administrativo, financiero y comercial que les ha sido imposible cumplir. 

La ley 743 del 2002 por lo cual se desarrolla el artículo 38 de la Constitución Política de 

Colombia en lo referente a los organismos de participación social se les garantiza el derecho a 

la libre asociación, es así como a partir de este modelo se constituyen los acueductos rurales a 

través de asociaciones o juntas administradoras de agua buscando garantizar y definir sus 

proyectos de sociedad, participar organizadamente en su construcción para brindar una mejor 

calidad de vida a las comunidades, supliendo las obligaciones del Estado. De otra parte, la 

gestión comunitaria organizada a través de asociaciones, juntas prestadoras o cooperativas que 

se han formalizado en la Cámara de Comercio como organizaciones sin ánimo de lucro están 

distantes de ser empresas comerciales prestadoras del servicio como lo normatiza la Ley 142 de 

1994 y otras disposiciones. Esta formalización ante la Cámara de Comercio la hacen ya que, es 

requerimiento para que las comunidades puedan solicitar y acceder a la concesión de agua que 

se otorga en la Corporación Autónoma Regional en el país, siendo este el primer requisito a 

cumplir para que se les otorgue la autorización o concesión de agua y de esta manera poder 

captar el líquido que será suministrarlo a sus comunidades. 

Todos los prestadores sin excepción deben presentar ante la Comisión Reguladora de Agua y 



Saneamiento, un estudio tarifario con el cual deben facturar a sus suscriptores o beneficiarios 

los consumos mensuales y la prestación del servicio tal como indica la resolución CRA 825 

de 2017. Estudio que por su complejidad debe ser realizado por un profesional el cual les 

solicita documentos como presupuestos, cálculos de los costos medios de inversión, costos 

medios de administración, costos medio ambientales entre otros; términos o conceptos que 

los administradores o colaboradores de los sistemas desconocen, dado que son campesinos 

con poca o ninguna formación escolar, mucho menos profesionales y las comunidades no 

cuentan con los recursos para contratar el estudio tarifario y los que han logrado contratar el 

estudio, no cuentan con los recursos para implementarlo. Tal como lo expresa el artículo 

nueve (9) de la Resolución 825 de 2017 de la Comisión Reguladora de Agua y Saneamiento 

Básico (CRA) las personas definirán un cargo fijo para el servicio público domiciliario que 

será equivalente al costo medio de administración según lo establecido en la resolución, en el 

cargo por consumo será equivalente a la suma del costo medio de operación (CMI) y el costo 

medio generado por tasas ambientales (CMT). Para las asociaciones de acueducto no es fácil 

elaborar estos marcos tarifarios, por el modelo de aporte o cuota de sostenimiento que 

trabajan, con esta cubren los gastos de operación del sistema, ya que los miembros de las 

juntas administradoras realizan su labor “ad honorem”, algunos manejan una alta morosidad 

en el pago, es por esto que no se manejan rubros para los gastos administrativos, solo asignan 

el rubro correspondiente al pago que deben realizar ante la Cámara de Comercio para la 

inscripción de los miembros elegidos para las juntas administradoras, la renovación de la 

matricula mercantil a la que están obligados y los honorarios del contador. Sumado a lo 

anterior, presentan un débil recambio generacional lo que dificulta la capacitación de los 

miembros de las juntas administradoras y la implementación de tecnologías. 



A nivel administrativo, los prestadores deben presentar ante la Superintendencia de Servicios 

Públicos los planes de gestión con enfoque diferencial, que son el conjunto de condiciones 

técnicas, operativas y de gestión para el aseguramiento del acceso al agua para el consumo 

humano, doméstico y el saneamiento básico. (Resolución 897 de 2019 del Ministerio de 

Vivienda Ciudad y Territorio (MVCT). 

Requisito que muchos no pueden cumplir, porque no logran comprender el alcance y no 

cuentan con el apoyo de los profesionales que los orienten en la elaboración de dichos 

esquemas. 

A nivel de cobertura la Superintendencia de Servicios Públicos informa que: 

Ver Tabla 1 

El informe de la Superintendencia muestra que la prestación del servicio de acueducto se da 

en un 36.56 %, este dato corresponde al número de organizaciones que reportan al Sistema 

único de Información (SUI) y no a la realidad del país. Dado que el reporte al SUI lo deben 

hacer a través de la página web de la Superintendencia de Servicios Públicos, la realidad rural 

es que no tiene acceso al Internet y sumado a esto los gestores que administran los acueductos 

muchos de ellos no saben utilizar un computador, mucho menos navegar en la página web de la 

Superintendencia. 

El único profesional que se ven obligados a contratar los pequeños prestadores en zona rural es 

un contador, al cual solo se le paga para que les elabore los Estados Financieros y presente la 

Declaración de Renta ante la DIAN. Siendo esto requisito indispensable para realizar la 

renovación de la matricula mercantil ante la Cámara de Comercio para mantener vigente su 

organización sin ánimo de lucro. El contador pocas veces se compromete a realizar el cargue 

de información al SUI (Sistema Único de Información), algunas veces por desconocimiento de 



cómo realizar el cargue o porque las organizaciones no cuentan con la información 

sistematizada ni con los recursos para contratar ese servicio. Es importante que los contadores 

tengan una formación en el ámbito social encaminados al fortalecimiento en la construcción de 

una comunidad cohesionada donde se exprese el mismo lenguaje y orientada a solucionar, 

apoyar la gestión de las comunidades organizadas prestadoras del servicio de acueducto en la 

ruralidad colombiana, debido que los gestores del agua necesitan se les apoye y acompañe en la 

implementación de procesos administrativos y financieros que les permita optimizar sus 

recursos y empezar a dar cumplimiento a los requerimientos de las diferentes instituciones de 

inspección, vigilancia y control. 

Para atender los requerimientos de calidad de agua, las organizaciones deben solicitar una 

autorización sanitaria ante la Secretaría de Salud del departamento, (Resolución 622 de 2020). 

Una vez obtenida la autorización, deben implementar los planes de manejo, seguimiento y 

control de la fuente abastecedora de su sistema. Además, reportar periódicamente la calidad de 

agua suministrada por el sistema de acueducto. Tarea que solo pueden realizar si los 

propietarios de los predios por donde pasa la fuente abastecedora o donde se encuentra ubicada 

la bocatoma muestran voluntad y les permiten a los gestores realizar algunas labores de 

aislamiento, reforestación o recuperación de la fuente, pues las organizaciones prestadoras del 

servició no cuentan con recursos para comprar los predios donde están ubicadas sus bocatomas 

y convertirlos en zonas de reserva y recarga hídrica. La construcción e implementación de los 

planes de manejo de cuenca depende en gran medida de la voluntad de los alcaldes ya que ellos 

son los primeros responsables para construir estos planes, los gestores lo único que logran 

hacer es el monitoreo de las fuentes con el apoyo de algunas fundaciones que trabajan por la 

recuperación de las fuentes hídricas. Los reactivos para la toma de muestra y la obtención de 



las características físico químicas del agua con los laboratorios portátiles son costosos, lo que 

dificultad la continuidad en los procesos. 

A nivel regional, la Corporación Autónoma solicita que los prestadores presenten los 

programas de uso eficiente y ahorro de agua, que deben ser presupuestados, implementados, 

evaluados e informados anualmente con estadística de cobertura y ejecución. Programa que 

requiere de la implementación de nueve proyectos ambientales y educativos en pro del cuidado 

del agua y del medio ambiente, y requieren de un buen aporte económico y profesional para su 

implementación, seguimiento y evaluación. Una vez más deben considerar cual es la capacidad 

económica de su comunidad y con qué recursos cuentan para implementarlos. 

Dada la gran cantidad de requerimientos que deben atender los prestadores de zona rural, se 

hace necesario que empiecen a implementar herramientas de planificación, organización y 

evaluación tanto del ingreso como del gasto para que puedan ir proyectando e implementando 

cada uno de los procesos requeridos por los órganos de control y vigilancia. Para esto se 

requiere el apoyo de las Instituciones gubernamentales y de la academia para brindar 

capacitación y acompañamiento a los gestores de la ruralidad colombiana. Profesionales que 

conozcan la normativa y el uso de las herramientas tecnológicas necesarias para la facturación 

del servicio, el cargue de informes y presentación de proyectos ante las diferentes instituciones 

de control, inspección y vigilancia. 

Ante este panorama, la Gobernación de Cundinamarca a través de las Empresas Públicas de 

Cundinamarca, dentro del Plan de Desarrollo y el Plan departamental de Agua implementaron 

y pusieron en marcha el programa “Agua a la Vereda” y después del diagnóstico realizado en 

la zona rural del departamento ven como una necesidad apoyar a los acueductos rurales 



beneficiados en los componentes administrativos, organizacionales, financieros y comerciales 

para ayudarlos a cumplir con todos estos requerimientos. 

La estadística que presenta el departamento de Cundinamarca dice bastante de la debilidad 

administrativa, organizacional, financiera y comercial de los gestores comunitarios del agua en 

la ruralidad colombiana dado que Cundinamarca tiene el Plan Departamental de Agua que más 

invierte en la ruralidad colombiana. 

Este es un gran inicio, lo que sucede es que los profesionales solo acompañan a los gestores 

durante 3 o 4 meses que es el tiempo en que ejecutan las obras correspondientes al proyecto en 

la parte operativa y a la par con esta realizan el acompañamiento para la implementación del 

componente administrativo, financiero y comercial, pero una vez terminan las obras los 

gestores nuevamente están solos en sus territorios, los que logran desplazarse a la capital, 

reciben un apoyo adicional de los profesionales de Empresas Públicas de Cundinamarca (EPC), 

los que no, simplemente archivan sus procesos y vuelven a lo que saben hacer, pues no tienen 

quien les ayude a resolver las dificultades que presentan en sus programas o herramientas que 

implementan. Muchos instalan sus programas de facturación, pero cuando estos les muestran 

error al momento del cargue, los abandonan y vuelven a su tradicional forma de recaudar. 

En el departamento del Valle del Cauca la realidad no se aleja de la de Cundinamarca, estas 

organizaciones cuentan con el apoyo permanente del Instituto de Investigación y Desarrollo de 

Agua Potable, Saneamiento Básico y Conservación del Recurso Hídrico, CINARA adscrito a 

la Universidad del Valle del Cauca y la Universidad del Cauca en los procesos de 

implementación de modelos de potabilización e hidráulicos que fortalecen la prestación pero a 

nivel administrativo, financiero y comercial son deficientes. En el informe presentado en 



septiembre del 2021 por la Unidad Ejecutora de Saneamiento del Valle del Cauca 

(UESVALLE) “Nuestro Departamento es líder en la calidad del agua, en lo rural y en todas las 

cabeceras municipales del departamento, gracias al trabajo articulado de la Gobernación del 

Valle del Cauca y las alcaldías, con las comunidades gestoras del agua, donde a través de 

acompañamiento y asistencia técnica en los acueductos rurales se busca garantizar el 

suministro de agua apta para el consumo humano para los vallecaucanos, especialmente en las 

zonas rurales más apartadas”, afirmó el director de la UESVALLE, Diego Victoria Mejía. Este 

apoyo que reciben los acueductos del Valle del Cauca y el Cauca de parte de la academia ha 

permitido que se fortalezcan sus sistemas y las juntas administradoras no solo desde la 

academia sino con recursos provenientes del BID con los Centros de Atención Integral. 

El Instituto de Investigación y Desarrollo de Agua Potable, Saneamiento Básico y 

Conservación del Recurso Hídrico, CINARA reconoce, que las mayores limitaciones para 

lograr el fortalecimiento de la gestión comunitaria en proyectos de saneamiento, aparecen por 

el inadecuado marco legal e institucional para el reconocimiento jurídico de estas 

organizaciones como administradoras del servicio de agua potable en pequeños municipios y 

zonas rurales colombianas. Otro factor que influye negativamente en el fortalecimiento de estas 

formas de gestión comunitaria es la falta de la coherencia en el cumplimiento del papel 

autónomo y facilitador de los gobiernos municipales (Bastidas, 2001). 

Los gestores comunitarios comparten este concepto, dado que cada institución tiene sus propios 

requerimientos que muchas veces van en contravía entre ellos mismos, y los gestores se sienten 

agobiados y con incapacidad administrativa para cumplir con los diferentes requerimientos que 

los desgastan y no les permiten crecer. 



En Colombia los gestores buscan fortalecerse desde la Asociatividad, desarrollando talleres 

para compartir sus saberes y experiencias; aprender entre iguales tal como lo expresa los 

gestores del Valle del Cauca quienes son modelo del trabajo asociativo, cuenta con la 

Organización de segundo nivel más grande del país, Asociación de Organizaciones 

Comunitarias Prestadoras de Servicios Públicos de Agua y Saneamiento de Colombia 

AQUACOL y a su vez es una de las fundadoras de la organización de tercer nivel 

Confederación Nacional de Organizaciones Comunitarias de Servicios de Agua y Saneamiento 

de Colombia –COCSASCOL- y a través de esta se firmaron el Pacto por la Equidad para 

acceso al agua en el Campo. Este pacto les permitió concertar una mesa de agua con el 

Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio (MVCT) donde se discuten temas que son de 

interés general a las organizaciones prestadoras del servicio en la ruralidad colombiana. Es así 

como en plena pandemia mantuvieron la mesa a través de la virtualidad y lograron que las 

entidades que regulan y controlan la prestación del servicio de acueducto en Colombia 

iniciaran unos talleres de capacitación que han permitido que las comunidades que tienen 

acceso a internet empiecen a implementar algunos de los requerimientos a nivel organizacional 

y administrativo, pero en cuanto a lo financiero y comercial se requiere del apoyo de la 

academia o de profesionales que tengan vocación de servicio comunitario. Estas mesas han 

beneficiado a las comunidades a nivel nacional. 

En Risaralda tal como lo expresa (Quintana Ana Patricia 2010), la gestión comunitaria es la 

respuesta a la necesidad de agua potable en la ruralidad. Los ingresos para el sostenimiento de 

una Asociación de acueducto comunitario en Dosquebradas provienen principalmente de las 

cuotas familiares mensuales por el consumo de agua. Se trata de un pago simbólico por el 



beneficio que reciben las familias asociadas estas cuotas son concertadas en la Asamblea de 

suscriptores y/o asociados, están lejos de ser marcos tarifarios tal como lo exige la Comisión 

Reguladora de Agua y Saneamiento (CRA) y la Superintendencia de Servicios Públicos. Las 

Asociaciones de acueducto comunitario en Dosquebradas se sustentan en un sistema de 

propiedad comunal. Ningún usuario, ni individual, ni colectivamente, tiene propiedad sobre 

áreas de conservación donde nacen las fuentes de agua, ni terrenos sobre el lecho de las 

quebradas abastecedoras del líquido, ni sobre los sitios donde instalan los sistemas de captación 

de agua. Para el funcionamiento de los acueductos comunitarios, las Asociaciones solicitan 

permisos de concesión de agua ante las Corporaciones Autónomas. Además, ellos gestionan 

con los propietarios de predios aledaños a la fuente hídrica, el permiso de servidumbre. La 

autorización en propiedad privada es necesaria para realizar la construcción de obras, 

garantizar el paso de las redes de distribución y, lograr la movilización del fontanero que 

realiza el mantenimiento operativo del sistema. Aunque estas últimas deben ser reglamentadas 

por un juez civil, eventualmente algunas asociaciones, reciben del propietario la autorización 

verbal. Esta es una realidad no solo del departamento de Risaralda es la realidad del 90% de las 

organizaciones rurales que prestan el servicio de acueducto a través de la gestión comunitaria 

del agua en Colombia. 

Según Boelens (2011), dentro de los territorios de derechos de agua, las formas organizativas, 

las normas de gestión y regulación de los recursos hídricos, responden a los procesos político- 

históricos, a requerimientos sociales y agros físicos particulares de cada localidad. 

Confluyendo así en estructuras formales en todos los ámbitos de control del agua, tales como 

los Directorios de Riego, Juntas de Agua, asociaciones comunitarias entre otras. 



El Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio MVCT, en el primer Congreso Nacional de 

Acueductos Rurales “Agua al Campo” (2019), expresó la urgencia de que los prestadores de 

zona rural elaboren y presenten ante los entes de control y vigilancia los planes de Gestión. 

Además, enfatizó la importancia de que estas organizaciones presenten proyectos que cumplan 

con los estándares dados a nivel de planeación, gestión y financiación para de esta manera 

poder acceder a los recursos del Plan Nacional de Desarrollo. 

Es así como la doctora Ana Patricia Quintana en su tesis “El conflicto por la gestión del 

servicio de acueducto en Dosquebradas (Risaralda)”, afirma que actualmente el modelo de 

gestión comunitaria subsiste con fortalezas en la capacidad de convocatoria y debilidad 

administrativa para la gestión de los sistemas por falta de capacitación de sus líderes. Además, 

en las Asociaciones de Acueductos Comunitarios no existe rotación generacional en los cargos 

de dirección, capacitación administrativa de los directivos. (Quintana Ana Patricia 2004). 

Muchos de los lideres llevan más de 20 años al frente de sus organizaciones, han sido capaces 

de operar los sistemas con los mínimos recursos, pero garantizando el servicio a todos, sin 

embargo hoy se muestran muy preocupados ante la incapacidad que sienten por no poder 

cumplir con todos los requerimientos de las diferentes instituciones para formalizar sus 

asociaciones prestadoras del servicio de acueducto. 

Esto ha llevado a que los gestores busquen formas de asociación para apoyarse y poder cumplir 

con el único objetivo de continuar administrando sus sistemas y no permitir que los municipios 

privaticen la prestación del servicio, esto no les permitiría a todas las familias asumir los costos 

del servicio dado su situación socioeconómica. La estadística muestra que en la zona rural es 

donde más pobreza encontramos. Teniendo en cuenta que la Constitución Política Colombiana 



de 1991 establece que los servicios públicos domiciliarios (SDP) son fundamentales para la 

finalidad social del Estado; y que además, éstos deben prestarse en condiciones de eficiencia y 

equidad y los cuales hacen parte de las oportunidades que le brinda una ciudad a sus habitantes, 

es importante que este sea un servicio que se preste con calidad, en la cantidad suficiente, que 

tenga continuidad, una cobertura total y que su costo permita que todos tengan accesibilidad al 

mismo. Aplicando los derechos y principios de equidad ante la accesibilidad del servicio de 

agua de calidad. 

Es por esto que las organizaciones de segundo y tercer nivel están abriendo espacios para 

generar convenios interinstitucionales con las Universidades cercanas o que se encuentran en 

las zonas o regiones donde la prestación del servicio de acueducto se da a través de la gestión 

comunitaria, para que estas apoyen los procesos de elaboración y presentación de proyectos. 

Para el desarrollo de las zonas rurales el agua es un factor importante, ya que no solo es 

necesaria para el abastecimiento de la población, sino que también se requiere para el riego de 

cultivos y para el consumo de los animales, en Colombia a nivel de la zonas urbanas 

especialmente en las ciudades capitales e intermedias y algunos municipios se puede inferir que 

el problema está solucionado, pues existen empresas abastecedoras de agua que surten este 

servicio público de manera continua en cantidad y calidad, no pasa lo mismo en los municipios 

más pequeños, pues al ser estos los encargados de suministrar el agua potable a sus cabeceras 

urbanas, no cuentan con la capacidad técnica, operativa y financiera para abastecer de agua 

potable a la población de las zonas urbanas; diferente al caso de las zonas rurales quienes en la 

mayoría de los casos es la misma comunidad la que a través de acueductos individuales y/o 

comunitarios como formas asociativas suplen las necesidades en la prestación de un servicio 



público domiciliario básico para el sostenimiento y desarrollo del campo. 

(SuazaArboledaUrielAlonso_2017.). Es la lucha constante de las comunidades de zona rural 

para garantizar el desarrollo agropecuario, artesanal o forestal que garantice el sustento de sus 

familias y que sin el servicio de agua no se podría dar. En las zonas urbanas este se garantiza a 

todos los ciudadanos y al sector empresarial siempre y cuando cuente con los recursos para 

acceder al servicio. 

Ante este realidad se vio la necesidad social de crear y fundamentar la Asociatividad a su 

tercer nivel, se constituyó la Confederación Nacional de Acueductos de Colombia 

COCSASCOL quien representa las organizaciones de segundo nivel de los departamentos de 

Cundinamarca (Asociación de Acueductos de Tena y Cundinamarca – ASATECUNDI -), 

Risaralda (Federación de Acueductos Comunitarios de Agua Potable y Saneamiento Básico de 

Risaralda FACORIS), Asociación Municipal de Acueductos Comunitarios de Dosquebradas 

(AMAG), y Valle del Cauca, Cauca (Asociación de Organizaciones Comunitarias Prestadoras 

de Servicios Públicos de Agua y Saneamiento de Colombia AQUACOL; y la Red Nacional de 

Acueductos, esta última agrupa más de 13 asociaciones de segundo nivel en los departamentos 

de Antioquia (Asociación Departamental de Acueductos Comunitarios de Antioquia ADACA), 

Meta (Acueductos Comunitarios Articulados del Meta), Nariño (Proceso de Acueductos 

Comunitarios de Nariño), Boyacá (Asociación de Acueductos Comunitarios de Boyacá) ,Valle 

del Cauca (Federación de Acueductos Comunitarios Rurales del Valle del Cauca FECOSER), 

región Caribe (Red de Acueductos Comunitarios de la Región Caribe) y Bogotá (Red 

Territorial de Acueductos Comunitarios de Bogotá y Cundinamarca RETACO) donde a través 

de la Asociatividad buscan apoyar a los acueductos como prestadores y desde lo medio 

ambiental lideran la lucha por conservar y mantener las zonas hídricas y de recarga. Además de 



las organizaciones representadas por estas dos grandes organizaciones de nivel nacional; los 

prestadores que no están asociados igual luchan en sus territorios por continuar administrando 

sus organizaciones y mejorando la calidad de vida de sus asociados y/o suscriptores, trabajando 

por conservar el líquido vital y sobrevivir a tanto requerimiento. 

Para sorpresa evidenciamos que la capital de Colombia, Bogotá no es ajena a la gestión 

comunitaria del agua, tal como lo expresa el periódico El Campesino. 

Bogotá tiene aproximadamente 33 sistemas de acueductos comunitarios, que han apostado de 

forma auto gestionada e independiente a otras soluciones que propenden por el bien de la 

comunidad. Este es el caso de la localidad de Usme y su red de acueductos comunitarios. 

Libardo López, representante legal del acueducto de la vereda Olarte y de la Red Territorial de 

Acueductos Comunitarios de Bogotá y Cundinamarca (Retaco). Libardo tiene las mejillas 

coloradas, la voz de un hombre de 60 años, pero la apariencia de uno de 30, conoce al derecho 

y al revés el permiso de concesión de aguas superficiales y lleva 12 años trabajando para el 

acueducto comunitario de su vereda. (El campesino.co). 

Estas asociaciones hacen parte de la organización de tercer nivel, Red nacional de acueductos 

de Colombia, a través de esta buscan la manera de que la empresa privada o las organizaciones 

no gubernamentales a nivel nacional e internacional los apoyen para poder mantener sus 

acueductos y mejorar día a día la prestación del servicio en sus comunidades. Siendo su gran 

fortaleza el estar inmersos en la ciudad capital y poder acceder a este tipo de ayudas y la 

facilidad de desplazarse para su respectiva gestión, cosa que no ocurre en las zonas más 

apartadas de las ciudades capitales y de las cabeceras municipales. 

Aparte de las falencias en la cobertura, la calidad del agua que recibe el campo colombiano no 



es la mejor. Un informe del Instituto Nacional de Salud (INS) reveló que solo el 15,1 por ciento 

(900.000 personas) utiliza agua en buenas condiciones para consumo humano, mientras que el 

43,6 por ciento usó agua baja en tratamiento o protección y el 23,3 por ciento usó agua cruda, 

tomada directamente de las fuentes” (El Tiempo 2015) 

En Cundinamarca, la Universidad Nacional de Bogotá empezó a apoyar los procesos desde lo 

social, ayudando a los acueductos asociados a crear e implementar los programas de uso 

eficiente y ahorro del agua, la creación de los borradores de sus manuales de procesos y 

procedimientos, entre otros y se evidencia que los acueductos asociados a ASATECUNDI 

requieren apoyo de los departamentos financieros y económicos de las Universidades, para 

capacitarse en la elaboración de presupuestos, marcos tarifarios y análisis financieros. En el 

segundo semestre del año 2021, la Universidad inicio el programa “Buen Vivir y Agua entre 

las Organizaciones” donde busca visibilizar los aspectos concretos del buen vivir entorno al 

agua desde la gestión comunitaria y como la normativa impulsa o dificulta ese buen vivir en las 

zonas rurales. 

Colombia lleva décadas promoviendo la política pública de acueductos regionales con avances 

limitados por la baja capacidad de pago de los usuarios, problemas políticos y falta de 

transparencia, entre otros aspectos; las expectativas son aún más desalentadoras para las 

poblaciones nucleadas y rurales. 

La Banca Multilateral (BM, BID) debería apoyar el desarrollo de proyectos piloto, en las zonas 

más necesitadas de Colombia, a través de una alianza entre las universidades, el sector público 

y privado y las comunidades (APPC). Es aquí donde se requiere el aporte de los profesionales 

generando herramientas y estructurando proyectos que permitan el acercamiento de los 



gestores comunitarios a las instituciones que brinden apoyo económico a las zonas con mayor 

necesidad. 

Desde la mesa de agua del MVCT en la que participan 3 delegados de la Confederación 

Nacional de Organizaciones Comunitarias de Servicios de Agua y Saneamiento de Colombia 

COCSASCOL y 3 delegados de la Red Nacional de Acueductos se busca no solo participar en 

la construcción de la ley de agua para los rurales sino capacitar a los prestadores en la 

implementación de los decretos y resoluciones impartidas por el Ministerio de Vivienda Ciudad 

y Territorio, y una vez más se hace evidente la gran debilidad que tienen las organizaciones a la 

hora de construir documentos que les permitan cumplir o implementar las normas. 

“Hay dos elementos clave para garantizar un acceso eficiente y de calidad a los servicios, 

especialmente en los territorios más vulnerables: el primero es el fortalecimiento de los 

operadores y, el segundo, es la descentralización en la prestación del servicio para atender las 

necesidades particulares de cada territorio. Esto es precisamente lo que estamos logrando con 

Agua al Campo”, comunicó el jefe de la Cartera de Vivienda y Agua (agosto 2021). 

Estos espacios de capacitación les han permitido a los gestores comunitarios conocer la 

normatividad para avanzar en la formalización institucional, administrativa, financiera y 

comercial a los acueductos que representan. Pero una vez más se evidencia la falta de empatía 

y de un lenguaje más cercano, claro, comprensible y alcanzable que le permita al gestor rural 

comprender para atender las necesidades de su comunidad. El lenguaje es tan técnico que los 

líderes campesinos no son capaces de comprender que es lo que se está pidiendo que hagan. 

Adicionalmente como las comunidades rurales o la sociedad civil no son incluidos al momento 

de construir las normas, simplemente son informados de la existencia de estas y del 



cumplimiento que le deben dar. 

 

En la presentación hecha a los delegados rurales a la mesa de agua del Ministerio de Vivienda 

Ciudad y Territorio, MVCT por la Superintendencia de servicios públicos domiciliarios SSPD 

donde se muestra de manera directa las leyes y decretos que rigen la vigilancia, el control y la 

regulación que ejerce la superintendencia sobre los gestores comunitarios prestadores del 

servicio de acueducto en zona rural, la cual no difiere mucho de las empresas prestadoras del 

servicio de acueducto en zonas urbanas, asociadas y representadas a través de la Asociación 

Nacional de Empresas de Servicios Públicos y Comunicaciones de Colombia, ANDESCO. La 

administración y operación de estas empresas difiere bastante de la gestión comunitaria, la 

principal diferencia esta que estas, son empresas comerciales prestadoras de servicios públicos 

y no empresas sin ánimo de lucro como las asociaciones de acueducto en zona rural. Estas 

empresas cuentan con el musculo financiero para contratar un gran número de profesionales 

que atiendan la parte administrativa, financiera, comercial y operativa de cada departamento, 

entre estas encontramos: Empresa de Acueducto de Bogotá, Empresas Públicas de Medellín 

EPM, la triple AAA de Cartagena por solo mencionar algunas. 

Y ante esta desigualdad en la normativa, los gestores comunitarios de agua en zona rural 

prefieren orientar todos sus esfuerzos y recursos en trabajar por la conservación y recuperación 

de las fuentes abastecedoras, se sienten incapaces de cumplir con los marcos normativos y los 

requerimientos de las Instituciones, y por otra parte tienen que mitigar los altos impactos por 

contaminación y deforestación en sus territorios para poder garantizar el acceso agua de sus 

comunidades con los mínimos estándares de calidad de acuerdo a sus recursos y a las 

condiciones de sus territorios, teniendo presente que lo más importante es brindar el recurso 



agua. Es importante recordar que esta no era la realidad de la zona rural en las anteriores 

dedadas, el agua era un recurso abundante y usado en todas las labores, alimenticias, 

productivas, recreativas que uno se pueda imaginar en la zona rural, pero con el 

establecimiento y creación de las zonas urbanas y grandes ciudades, la zona rural empezó a 

quedar sin el preciado líquido pues este empezó a ser conducido a la zona urbana y se inició la 

comercialización del servicio. Adicionalmente las zonas ubicadas geográficamente aguas abajo 

empezaron a ser perjudicadas por las aguas contaminadas generadas por los asentamientos 

poblacionales aguas arriba, hasta el punto que Colombia hoy tiene territorios en zona rural 

donde no hay una gota de agua apta para el consumo humano. Ejemplo de esto es la cuenca 

media y baja del rio Bogotá. Las comunidades rivereñas al río no pueden usarlo como fuente 

abastecedora de sus territorios por la gran contaminación que imposibilita captar el líquido. 

"La escasez de agua tiene una relación directa con la seguridad alimentaria y la seguridad 

hídrica que impactan directamente en la salud humana. A la desnutrición por la falta de 

alimentos, consecuencia de la caída de la producción agraria en los países más vulnerables, se 

une la desnutrición que provocan las enfermedades relacionadas con el consumo de agua 

insegura, y es que, se necesita agua para obtener alimento y, pero también agua limpia para no 

enfermar". (El Ágora diario). Esta realidad hace que en la zona rural garantizar la calidad de 

agua a sus comunidades, genere unos altos costos al momento de potabilizar, costos que 

muchas veces las comunidades no pueden asumir debido a los altos índices de pobreza que 

afrontas estas comunidades y la gran limitante que tienen las organizaciones comunitarias para 

acceder a los subsidios para los usuarios de los estratos uno, dos y tres; ya que uno de los 

requisitos para acceder a estos subsidios es estar inscrito en la superintendencia de servicios 

públicos, y al hacerlo deben aportar a la superintendencia el 1% del total de su facturación. 



Dado que nuestro país es muy diverso, las necesidades de los territorios son muy particulares 

en determinadas zonas. Esta es la razón por la que los acueductos en el Cauca y Valle del 

Cauca han buscado apoyo en una ONG internacional denominada COSUDE quien a través de 

su sistema de diagnóstico ASIR-SABA ha podido identificar las necesidades más apremiantes 

de estas comunidades para apoyar a los gestores comunitarios del agua, es por esto que: 

COSUDE ha estado presente en estos territorios apoyando económica e institucionalmente a 

los gestores del agua y a sus organizaciones. 

El acceso al agua es un derecho constitucional, pero las comunidades que habitan en las zonas 

urbanas y en las grandes ciudades desconocen la desigualdad que hay en nuestro país frente a la 

prestación y calidad del servicio. El agua nace y tiene sus zonas de recarga en las zonas rurales 

de nuestro territorio y es explotada por las empresas que cuentan con un musculo financiero 

fuerte para captarla y distribuirla en las ciudades o cabeceras municipales. Las comunidades 

rurales se ven obligadas a realizar una autogestión para poderse abastecer de las pequeñas 

fuentes que no son impactadas por las grandes empresas prestadoras del servicio de acueducto 

en Colombia. Es urgente que desde la academia se creen las estrategias y herramientas para 

apoyar y fortalecer la gestión comunitaria del agua en la ruralidad colombiana. Apoyo no solo 

en lo ambiental, sino en lo administrativo, financiero y comercial con el único objetivo de 

acortar la brecha de prestación en lo rural y generar un sentido de solidaridad asía el campo 

colombiano. 

Además de toda la carga normativa, las comunidades rurales se enfrentan día a día ante las 

políticas de gobierno encaminadas a autorizar la explotación minera sin tener en cuenta la 

grave afectación de los territorios rurales que se abastecen de estos pequeños nacimientos en 



las zonas de paramo, y sumado a esto se enfrenta a la falta de inclusión frente a la delimitación 

de las zonas de recarga hídrica que están siendo implementadas por el Ministerio de Medio 

Ambiente, la empresa privada y los grandes prestadores de servicios públicos de las ciudades 

con mayor requerimiento del recurso hídrico. Delimitaciones que pretenden sacar a los 

campesinos que por décadas han habitado en estos territorios y que su supervivencia depende 

de los mismos. 

Es importante que los gestores participen activamente en los pilotos que llevan a la generación 

de nuevas normas, decretos o resoluciones que impactan directamente sus territorios, 

comunidades y sus sistemas de acueducto; pero para ello requieren el apoyo de la academia que 

los represente o los oriente frente a los temas que se discuten y las implicaciones a futuro que 

se generarían a sus comunidades. 

Sería bueno que desde la academia se generen herramientas tecnológicas que respondan a las 

necesidades de las comunidades rurales teniendo en cuenta las condiciones, geográficas, 

económicas y socioculturales de sus territorios. Herramientas que permitan fortalecer y crear 

los departamentos financieros, comerciales y administrativos de los acueductos rurales; que 

sean de fácil manejo y bajo costo. Programas que le permitan a estos líderes capacitarse en 

estructuración de proyectos para agua potable, esquemas de prestación y gestión de subsidios 

ante sus municipios, esquemas diferenciales para el aprovisionamiento de agua potable y 

saneamiento básico, marcos tarifarios que cumplan los requerimientos de ley, reglamentos 

internos, manuales de procesos y demás elementos que optimicen no sólo la prestación del 

servicio sino la administración de sus organizaciones. 



4. Discusión y conclusiones 

 
La gestión comunitaria del agua no es un tema nuevo, pero si es uno del que poco conocemos, 

las comunidades de zona rural llevan más de 60 años realizando autogestión del agua por la 

falta de presencia del Estado es sus territorios, es hora de que visibilicemos esta labor y 

apoyemos estos procesos desde la academia y el trabajo social. 

La realidad que deben afrontar las comunidades en zona rural, no puede ser vista con 

indiferencia por los profesionales que nos estamos formando. Es urgente que desde la academia 

se promueva la gestión comunitaria, y toda otra herramienta que permita apoyar los diferentes 

procesos que deben afrontar los gestores del agua en la ruralidad de Colombia. 

Ante el nivel de exigencia y la falta de apoyo de parte del Estado es necesario apoyar la 

implementación y el fortalecimiento que los organismos de control y vigilancia están 

ofreciendo, estos requieren la participación de los profesionales y los alumnos en proceso de 

profesionalizarse para poder retroalimentar y apoyar a las comunidades donde capacitarse es 

muy difícil, es necesario llegar a las comunidades con la capacitación y el apoyo a sus 

territorios. 

Es importante reconocer que la economía de los territorios gira en torno al acceso al agua, de 

esta manera se garantiza salud y bienestar a las comunidades, disminución de los índices de 

desnutrición, disminución de la pobreza, territorios en paz además de agua limpia y 

saneamiento básico. Se aportaría a la cobertura e implementación de los objetivos de desarrollo 

sostenible garantizando a la comunidad un aporte educativo en lo empresarial financiero y 

comercial. Si tomamos como referencia que Colombia tiene treinta y seis mil cuatrocientas 

(36.400) veredas, Cundinamarca tiene 116 municipios y en su estadística reporta mil quinientos 



sesenta y siete (1.567) acueductos rurales, estas cifras muestran que la necesidad en el territorio 

rural es grande y apremiante. 

Los gestores comunitarios esperan que desde la academia se formen profesionales que los 

ayuden a elaborar, presentar y sustentar proyectos que les permitan adquirir predios donde se 

encuentran las zonas de recarga hídrica de sus acueductos, gestionar recursos para fortalecer 

sus sistemas operativos, administrativos, financieros y comerciales. Profesionales que estén en 

búsqueda constante de alianzas público privadas que trabajen por la conservación de las 

pequeñas fuentes hídricas que les garantice el líquido vital en sus territorios y para llegar a todo 

esto deben implementar sus procesos contables, financieros y comerciales para responder ante 

los organismos que así lo requieran y de esta manera llegar a optimizar no solo los recursos 

económicos sino los humanos. 

La gestión comunitaria es una actividad que durante años ha mantenido unido al campo todo 

entorno al agua, es urgente que las comunidades de las zonas urbanas aportemos conocimiento, 

habilidades y sobre todo voluntad para ayudar a esos líderes que sin ningún saber ni beneficio 

económico trabajan arduamente por mejorar la calidad de vida de la comunidad en sus 

territorios. Son ejemplo de emprendimiento sin ánimo de lucro y sin ánimo de pérdida, trabajo 

social, organización, tenacidad y lucha constante contra un sistema que día a día les exige más 

y no les da nada a cambio. Los habitantes de las zonas urbanas y de las ciudades capitales 

podemos ser los puentes que conecten las comunidades rurales con las instituciones 

gubernamentales y no gubernamentales que les puedan brindar apoyo humano y económico; de 

esta manera estaríamos acortando la brecha entro lo urbano y lo rural. 

La Asociatividad en torno al agua ha generado espacios donde los líderes gestionan y 

comparten sus conocimientos y saberes, sería importante que la academia se vinculara a estos 



espacios con ánimo de fortalecer o implementar los procesos administrativos, financieros y 

comerciales de los acueductos comunitarios en Colombia. 

Finalmente usando el lema que promueven los gestores comunitarios del agua desde la 

Confederación Nacional de Organizaciones Comunitarias de Servicios de Agua y Saneamiento 

de Colombia COCSASCOL, “Lo que no se define no se puede medir, lo que no se mide no se 

puede mejorar, lo que no se mejora se degrada siempre”. El llamado urgente de los gestores 

comunitarios para que les ayudemos a definir, medir y mejorar sus organizaciones para hacer 

de estas unas organizaciones auto sostenibles y garantizar un servicio de calidad y cantidad en 

sus territorios, necesitan vincular organizaciones e instituciones que les ayuden a impulsar sus 

organizaciones con fuerza. 
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6. Tablas, gráficos o ilustraciones 

 
6.1. Formato para las tablas 

 

Tabla 1. Estadística de Cobertura Servicio de Acueducto Superintendencia de Servicios 

Públicos SSP 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
Tabla 2 Estadística Dirección de Aseguramiento Empresas Públicas de Cundinamarca EPC 

 

 
Documentos y procesos existentes 

Total 
 
Porcentaje 

Acueductos existente Departamento Cundinamarca 1567 100% 

Tienen Registro Único de Prestadores RUPS 111 7% 

Tienen Estudio de Costos y Tarifas 257 16.40% 

Tienen Catastro de Usuarios 905 57.75% 

Sistemas de facturación 735 46.75% 

Concesión de aguas vigente 435 27.76% 

Cuentan con Planta de Potabilización (PTAP) 384 24.51% 

Tomado Informe Dirección de Aseguramiento Empresas Públicas de Cundinamarca 2020 



6.2. Formato de Ilustración 

Ilustración 1. Diagnóstico sobre la gestión acueductos rurales. 
 

 
Fuente: Tomada presentación de la 

Superintendencia delegada para acueducto, 

Pequeños Prestadores. 2016. Jorge Andrés Carrillo 

Cardoso, Superintendente Delegado. 



 

Ilustración 2. Normatividad para prestadores de 

zona rural. Superintendencia de servicios públicos 

SSPD 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

Fuente: Tomada, presentación Superintendencia 

Servicios Públicos. Mesa Agua MVCT. Octubre, 

2021 


